
Introducción 

Consideramos que la reciente Sentencia, de 26 de
noviembre de 2007, del Tribunal Supremo ha
supuesto un vuelco radical en la responsabilidad
del consignatario, materia especialmente afectada
por los vaivenes de la jurisprudencia. 

En síntesis, la Sentencia, que establece una equi-
paración legal y directa naviero-consignatario a
los efectos de las mercancías transportadas por
mar, hace responsable del transporte marítimo
(por pérdida, daño o retraso en la entrega) al con-
signatario, aun cuando éste no contrate en nom-
bre propio el citado transporte, ni lo ejecute, ni
intervenga para nada en el mismo.

La referida Sentencia obedece a la necesidad
razonable de unificar la doctrina por seguridad
jurídica, al existir dos recientes Sentencias del Tri-
bunal Supremo (las de 20 de marzo y 20 de
diciembre de 2006) absolutamente contradictorias
e incompatibles entre sí. 

Entendemos que la comentada Sentencia:

– Supone un muy claro paso atrás, al recuperar
una reiterada jurisprudencia anterior del Tribu-
nal Supremo que parecía, al menos en parte,

superada por reciente jurisprudencia de los Juzga-
dos, de las Audiencias Provinciales y del propio
Tribunal Supremo (Sentencia de 20 de marzo de
2006), y

– C o n s t i t u ye, en puridad, jurisprudencia, pues es
la segunda sentencia consecutiva del Tr i bu n a l
S u p remo en el mismo sentido (junto a la de 20
de diciembre de 2006) y, además, recupera el
sentir de al menos 5 anteriores en idénticos tér-
m i n o s, es de unificación de doctrina y se ha dic-
tado en pleno.

Por ello, todos los Juzgados y Audiencias Provincia-
les están obligados a seguirla aun cuando no la
compartan. 

Tras la Sentencia de 26 de noviembre del Tribunal Supremo sobre la responsabilidad del consignatario, que
equipara legalmente a éste con el naviero en lo referente a las mercancías transportadas por mar, el autor
analiza las consecuencias que ésta puede acarrear y dentro del marco legislativo actual y en el caso de apro-
varse la Ley General de Navegación.
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a sentencia supone un muy claro paso
atrás, al recuperar una reiterada 
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Supremo que parecía, al menos en parte,
superada por la reciente jurisprudencia de
los juzgados.
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odos los juzgados y Audiencias Pro-
vinciales están obligados a 
seguir esta sentenciaaún cuando no la

compartan. El hecho de que un Juzgado o una
Audiencia  no la aplique es motivo suficiente
de apelación primero y de casación después.
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Nos consta, por ejemplo, que la Sección 15ª de la
Audiencia Provincial de Barcelona, que conoce de
todos los asuntos de transporte de su competencia,
ya la ha asumido, pese a que, como es sabido desde
su Sentencia de 3 de julio de 1998, no la comparte
en absoluto.

El hecho de que un Juzgado o una Audiencia no
aplique la citada Sentencia es motivo suficiente de
apelación primero y de casación después.

Las Sentencias contrarias de las Audiencias provin-
ciales y la del Tribunal Supremo de 20 de marzo de
2006 no son, en puridad, jurisprudencia, pues no
reúnen los requisitos vistos para ello, pese a lo cual
pueden ser obviamente invocadas, si bien con poco
éxito previsiblemente.

No obstante, es posible que los jueces que no com-
partan la comentada Sentencia, interpreten ésta
restrictivamente o busquen cualquier subterfugio
para exonerar de responsabilidad al consignatario.

Análisis de la Sentencia

Consideramos que de la Sentencia se concluye lo
siguiente:  

– Se establece, en virtud de los artículos 586 del
Código de Comercio y 3 de la Ley de Transporte
Marítimo de 1949, una equiparación legal y
directa naviero-consignatario (para responder por
las mercancías transportadas por mar) que se apli-
ca con independencia de que:

o Se consigne al buque o a la carga, bien en ori-
gen (puerto de carga), bien en destino (puerto
de descarga). 

o La relación con el naviero sea puntual (aislada)
o duradera.

– Se entiende que la reforma del artículo 73 de la
Ley 27/1992 de Puertos del Estado y de la Mari-
na Mercante aprobada por la Ley 48/2003 de
régimen económico y de prestación de servicios
en los Puertos de interés general no es aplicable a
estos efectos, pues sólo tiene efectos en el ámbito
administrativo, que es el de la Ley 27/1992. 

Como es sabido, la citada reforma estableció que
la responsabilidad del consignatario por las mer-
cancías transportadas por mar se rige por la legis-

lación mercantil espe-
cífica (pensando en el
c o n t r ato de comisión
mercantil, regulado en
los artículos 246 y
siguientes del Código
de Comercio, o en el
de agencia, por la Ley
12/1992), lo que
implica que el consig-

natario no responde, salvo que firme el conoci-
miento de embarque, la póliza de fletamento u
otro título de transporte en nombre propio.

Aunque ya no está vigente, se entiende, por los
mismos motivos, que tampoco sería aplicable la
reforma de la Ley 27/1992 por la Ley 62/1997,
que estableció que el consignatario no era respon-
sable por las mercancías transportadas por mar,
redacción,  por cierto, más explícita y clara que la
de la Ley 48/2003.

– Si bien la Sentencia no lo dice explícita ni implí-
citamente, entendemos que la responsabilidad del
consignatario, que sería solidaria con la del navie-
ro, se entiende sin perjuicio:

o Del derecho de repetición del consignatario
contra el naviero.

o Del derecho de subrogación (repetición) del ase-
gurador de responsabilidad civil del consignata-
rio (que haya previamente indemnizado a éste)
contra el naviero.

o Y del beneficio de la limitación de responsabili-
dad del que, en su caso, pueda disfrutar el
naviero, pues ambas figuras se equiparan legal-
mente y entendemos que ello debe ser para
todo: para lo positivo y para lo negativo.

Conviene aclarar que la Sentencia no se refiere ni
regula la responsabilidad del consignatario cuando,
en su caso, actúe como porteador (si suscribiera el
conocimiento de embarque u otro título de trans-
porte en nombre propio), transitario, depositario de
las mercancías, manipulador portuario de las mis-
mas u otra figura similar, en cuyo caso, responderá
re s p e c t i vamente y, como ha venido ocurr i e n d o
hasta ahora, según las normas aplicables a cada una
de las figuras citadas.

Impresiones personales 

Teniendo en cuenta que la Sentencia hace respon-
sable del transporte marítimo al consignatario, aun
en el caso en que éste no contrate en nombre pro-
pio el citado transporte, ni lo ejecute ni intervenga
para nada en el mismo, la sensación personal que
tenemos es: 
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a Sentencia no se refiere ni regula la
responsabilidad del consignatario
cuando, en su caso, actúe como 

porteador, transitario, depositario de las 
mercancías, manipulador portuario de las
mismas u otra figura similar.

L



– Que primero se dicta el fallo y luego se buscan los
f u n d a m e n t o s, pues, en caso contrario, no se
entenderían: 

o Los arg u m e n t o s, tan forzados como discutibl e s,
que se emplean para defender la vigencia de la
L ey de Transporte Marítimo de 1949.

o La afirmación concluyente de que las reformas
habidas en el artículo 73 de la Ley 27/1992 (la
de la Ley 62/1997 y la de la Ley 48/2003) no
son válidas a estos efectos, sino sólo a los únicos
efectos administrativos, por ser éste el ámbito de
la Ley 27/1992. 

¿Qué tiene que ver la Administración con la res-
ponsabilidad de las mercancías transportadas
por mar? ¿Cuáles pueden ser los efectos admi-
nistrativos de esas reformas? 

Basta observar, entre otras muchas leyes, la
mayoría de las Leyes de Acompañamiento a los
Presupuestos Generales del Estado de cada año,
que hasta hace pocos años modificaban decenas
de leyes de todo ámbito, para comprobar lo
peregrino del argumento.

Basta observar asimismo la misma Ley 27/1992
para comprobar que no todo su contenido es
administrativo ni mucho menos ¿Acaso por ello
han dejado de aplicarse las distintas Leyes de
Acompañamiento o la misma Ley 27/1992? 

o El reconocimiento ex p reso de que las funciones
originales del nav i e ro y del consignatario han
evolucionado totalmente y se han sep a r a d o
muy claramente desde la aprobación del artí-
culo 586 del Código de Comercio en el mu y
lejano 1885.

– Que la Sentencia se basa más en argumentos de
justicia material que en otros de carácter jurídi-
c o, pues, si bien no alude ex p resamente a todo
e l l o, parecen haber sido claves los siguientes
a rg u m e n t o s :

o Que el nav i e ro/porteador está en mu ch o s
casos fuera de España y habitualmente mu y
p rotegido por las cláusulas de jurisdicción y
a r b i t r a j e, por lo que, al ser complicado re c l a-

m a rl e s, se crea una responsabilidad sui generis
del consignatario  para intentar así facilitar el
c o b ro de los dere chos de los  carga d o re s, re c ep-
t o res y sus aseguradores pues, a la postre, el
c o n s i g n atario podrá recobrar del nav i e ro lo
p a gado a través de la cuenta de escala, su segu-
ro de responsabilidad civil o, en su caso, ejer-
ciendo el dere cho de repetición. 

A d e m á s, el nav i e ro, que en algunas líneas re g u-
l a res tiene incluso su propia consignat a r i a ,
suele tener cubierto el riesgo por las merc a n c í-
as transportadas con los Clubes de P&I. 

Si este argumento es jurídicamente indefendible
como tal, desde luego no tiene sentido ni justifi-
cación alguna para el tráfico tramp.

o Que los cargadores, receptores y aseguradores
son de menor fuerza y envergadura económica
que los navieros/porteadores y merecen una
especial protección. 
Si, de igual modo, este argumento es jurídica-
mente indefendible como tal, desde luego no
tiene sentido ni justificación alguna para el trá-
fico tramp en el que no sólo suele existir un
único cargador y, por lo general, económica-
mente muy potente, sino que además la carga
vale con frecuencia mucho más que el buque.

Es más, este argumento ni siquiera es siempre
aplicable al tráfico regular de contenedores,
pues el hecho de que existan multitud de conte-
nedores no implica necesariamente que sean de
una multitud de cargadores y receptores, pues
pueden perfectamente ser de uno, de varios o de
una agrupación de ellos.

Cláusulas de jurisdicción   

Nos surge la duda de si el consignatario puede ale-
ga r, a través de la declinatoria corre s p o n d i e n t e, la
cláusula de jurisdicción y arbitraje ex t r a n j e r a s
inserta en el conocimiento de embarque u otro títu-
lo de transporte.  

Por una parte, y en la medida en que existe una
equiparación legal y directa nav i e ro - c o n s i g n at a-
r i o, entendemos que ello debería para ser todo
(para lo positivo y para lo negat i vo), por lo que
sería defendible alegar con éxito la declinat o r i a
c o rre s p o n d i e n t e.

Sin embarg o, el hecho de que el consignatario no
sea parte del contrat o
de transporte en el
que se inserta la cláu-
sula de jurisdicción,
c o nvierte al asunto en
d i s c u t i bl e, por lo que
habrá que estar a lo
que se vaya re s o l v i e n-
do caso por caso.    
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enemos la sensación de que 
la sentencia se basa más en 
argumentos de justicia material 

que en otros de carácter jurídico.
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Entendemos que si sólo se demanda al consignat a-
r i o, las posibilidades de éxito de la declinatoria son
e s c a s a s, pues difícilmente se puede alegar una
cláusula de un contrato del que no se es parte. 

Sin embarg o, si, además de al consignat a r i o, se
demanda también al nav i e ro, las posibilidades de
éxito de la declinatoria son mayo res por la equipa-
ración legal nav i e ro - c o n s i g n atario y la re s p o n s a b i-
lidad solidaria de ambos. Existe alguna jurispru-
dencia en este sentido previa a la Sentencia que
h oy comentamos.

O bv i a m e n t e, lo anterior se entiende sin perjuicio de
la aplicación de las responsabilidades del consigna-
t a r i o, en materia de tasas portuarias u otros concep-
tos originados por la estancia del buque en puerto,
e s t a blecidas en el artículo 73 de la Ley 27/1992, que
o bviamente se sigue aplicando como hasta ahora.   

Previsibles consecuencias 
jurídico-económicas de la Sentencia

Tras la Sentencia, es previsible que: 

– C rezca la litigiosidad (y no porque aumente la
siniestralidad) y aumenten las reclamaciones con-
tra los consignatarios y se reduzcan algo las re c l a-
maciones contra los transitarios u otros agentes o
c o l a b o r a d o res terre s t res pues, en la práctica, se
suele demandar a los auxiliares del nav i e ro para
ganar jurisdicción en España con el principal obje-
to de eludir las cláusulas de jurisdicción y arbitra-
je extranjeras que suelen proteger al nav i e ro. 

– Se suscriban más seguros de re s p o n s a b i l i d a d
civil por los consignatarios para cubrir estas con-
t i n g e n c i a s, si bien ello es especialmente compli-
cado para los consignatarios de tráficos tramp y

no tanto para los de
línea re g u l a r. 

– Suba el precio de
los servicios de consig-
nación, pues los con-
s i g n atarios intentarán
trasladar al naviero su
mayor riesgo y el pre-
cio de las primas.

– Se intenten revisar los contratos de consignación
con los nav i e ros para introducir cláusulas especí-
ficas que establezcan que el nav i e ro compensará
al consignatario por las cantidades que, en su
c a s o, éste haya tenido que indemnizar por la
Sentencia, sin que a estos efectos sea quizás sufi-
ciente hacer constar que el contrato de consigna-
ción se rige por la Ley 12/1992 sobre el Contra-
to de Agencia. 

La aprobación de la proyectada Ley
General de la Navegación acabaría con 
la equiparación 

Los artículos 350/355 del Proyecto de Ley Gene-
ral de la Nave gación entienden que el consignat a-
rio de un buque tramp es un comisionista merc a n-
til y un agente si el buque consignado es de línea
re g u l a r, lo que pondría fin a la equiparación nav i e-
ro - c o n s i g n atario comentada.En consecuencia, de
a p ro b a rse tal Proye c t o, el consignatario sólo re s-
pondería del transporte si lo contratase en nombre
p ropio y sin hacer constar que actúa por cuenta de
su principal, el nav i e ro.

Es más, el mismo Tr i bunal Supremo viene a decir
en su Sentencia que precisa de un nu evo cambio
n o rm at i vo (en el ámbito adecuado) para cambiar
su criterio.

Además, como quiera que tal ley sería en materia
de navegación (y no en materia administrativa), no
sería alegable que el Tribunal Supremo alegase
nuevamente que el cambio no es suficiente, como
ha ocurrido con las reformas de la Ley 27/1992 por
la Ley 62/1997 y por la Ley 48/2003.

Jesús Barbadillo Eyzaguirre

Mayo de 2008

Boletín Informativo de Anave nº 474 - Mayo 2008 TRIBUNA PROFESIONAL

20

i se aprobara la Ley General de Nave-
gación, el consignatario sólo 
respondería de transporte si lo 

contratase en nombre propio y sin hacer 
constar que actúa por cuenta de su principal,
el naviero. 

s previsible que suba el precio de 
los servicios de consignación, 
pues los consignatarios intentarán

trasladar al naviero su mayor riesgo y 
el precio de las primas 
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l hecho de que el consignatario no 
sea parte del contrato de transporte
en el que se inserta la cláusula de

jurisdicción, convierta el asunto en discutible,
por lo que habrá que estar a lo que se vaya
resolviendo caso por caso.
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